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DERECHOS AL DEBIDO PROCESO Y A LA IGUALDAD / DESINCORPORACIÓN TEMPORAL DEL SERVICIO MILITAR OBLIGATORIO. [E]ste Tribunal observa que al momento de ser reclutado el joven Ladino González por el Ejército Nacional, de acuerdo al “reporte de ciudadano” aportado por la Dirección de Reclutamiento y Control de Reservas visible, donde el accionante aparece inscrito el 01/05/2017 (folio 22), este se encontraba cursando estudios en la Iglesia antes referida, razón suficiente para concluir que si bien es cierto la prestación del servicio militar es obligatoria, en este asunto en particular se configura la causal de aplazamiento prevista en el ordenamiento jurídico (artículo 29 literal D de la Ley 48 de 1993), máxime que la entidad accionada antes de la incorporación del mencionado joven tenía la obligación constitucional y legal de verificar su situación con el fin de evitar que interrumpiera su formación académica y al respecto, el Director de Reclutamiento y Control de Reservas del Ejército no se pronunció en la respuesta a la demanda de tutela. Por lo anterior, este Tribunal tutelará los derechos fundamentales a la igualdad, al debido proceso y educación del joven Andrés Felipe Ladino González y como consecuencia de dicha declaración, se ordenará al Ejército Nacional – Director de Reclutamiento y Control de Reservar que, si no lo hubiere hecho aún, en el término de cuarenta y ocho (48) horas siguientes a la notificación de este fallo, proceda a la desincorporación como soldado del Ejército Nacional del joven Andrés Felipe Ladino González, lo cual no lo exime, una vez finalice sus estudios de educación en la iglesia Misión Carismática Internacional, de continuar con el deber de prestar el servicio militar obligatorio por el tiempo que le hiciere falta.
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1. ASUNTO A DECIDIR

Se profiere sentencia de primera instancia dentro de la acción de tutela promovida por la señora Doralba del Socorro Yepes de González, quien actúa como agente oficiosa de su nieto, el joven Andrés Felipe Ladino González en contra del Ministerio de Defensa Nacional- Ejército Nacional de Colombia por considerar vulnerados sus derechos fundamentales al debido proceso e igualdad. 
2. RESUMEN DE ANTECEDENTES

2.1. Informó la señora Doralba del Socorro Yepes de González que su nieto Andrés Felipe Ladino González desde el mes de febrero de 2015 pertenece a la iglesia llamada Misión Carismática Internacional sucursal Pereira, en la que ha emprendido un proceso de formación religiosa cuyo objetivo es prepararlo para llevar la palabra de Dios a distintas partes de la sociedad y hasta el momento ha cursado con éxito el primer programa denominado “Universidad de la Vida”, el que aprobó y terminó.  Igualmente, el agenciado aprobó el primer nivel del curso llamado “Capacitación Destino” y actualmente se encuentra inscrito en el  programa “Capacitación Destino nivel II” cuyas clases empiezan en el mes de junio del presente año. 

Indicó que en el mes de  abril del presente año, el joven Ladino González recibió una citación por parte del Ejército Nacional de Colombia para que compareciera al Distrito Militar No.22 con el fin de  definir su situación militar y en tal sentido, el 1º de mayo se presentó y no pudo devolverse para su casa por cuanto en ese Distrito le indicaron que resultó apto y que sería llevado para que prestara el servicio militar obligatorio.  Por lo tanto, le realizaron algunos exámenes médicos y posteriormente fue trasladado al municipio de Cartago y luego fue dirigido a Saravena, Arauca, donde se encuentra actualmente.

Consideró que pese a que el joven Ladino González manifestó en el proceso de incorporación que hacía parte de esa congregación, las autoridades castrenses no tuvieron en cuenta lo establecido en la Ley 48 de 1998 literal “D” del artículo 29, lo que va en contra del inciso 2 del artículo 4º de la C.N., y vulnera los derechos fundamentales a la libertad de cultos, igualdad y debido proceso.

Así mismo, puso en conocimiento que el joven Ladino González se encuentra inscrito en el programa de lucha contra la pobreza extrema del Gobierno Nacional llamado “Red Unidos”, teniendo en cuenta que por falta de actualización del sistema, se encuentra registrado con el número de su tarjeta de identidad y no el de su cédula de ciudadanía.

En el acápite de pretensiones, relacionó las siguientes: i) tutelar los derechos fundamentales del agenciado a la libertad de culto, igualdad y debido proceso; ii) “amonestar” al Ejército Nacional de Colombia para que acate lo establecido en el literal D del artículo 29 de la Ley 48 de 1993; iii) ordenar al Ejército Nacional que en el término de 48 horas ordene el aplazamiento de la prestación del servicio militar por parte de Andrés Felipe Ladino González, debido a que se encuentra en proceso de preparación para la vida religiosa; iv) ordenar al Ejército Nacional de Colombia que en el mismo término de 48 horas, traiga de regreso hasta la ciudad de Pereira al joven Andrés Felipe Ladino González para que se reincorpore a la vida civil y pueda continuar el proceso antes mencionado y v) si fuere procedente, el Ejército Nacional solucione la situación militar al joven Andrés Felipe Ladino González otorgándole la libreta militar como reservista de segunda clase.
La señora Yepes de González señaló que instaura la presente demanda de amparo, toda vez que su nieto se encuentra en el departamento de Arauca regido por la disciplina castrense, lo que le imposibilita acudir  por sí mismo para ejercer dicha acción para instaurar la presente acción constitucional (Fls. 1-6).

Adjuntó con la demanda de tutela los documentos que sustentan los hechos expuestos (Fls. 7 y 8).

2.2. Mediante auto del 14 de junio de 2017 se avocó el conocimiento de la presente acción de tutela, se ordenó correr traslado a los demandados y  se dispuso vincular  a la Jefatura de Reclutamiento del Ejército Nacional de la ciudad de Bogotá, Comandante del Distrito Militar No.22 de Pereira, Comandante de la Décima Octava  Brigada del Ejército de Saravena, Arauca y a la Iglesia Misión Carismática Internacional de Pereira (Fls. 11).

2.3.  Mediante auto del 29 de junio de 2017 se dispuso vincular al presente trámite al Batallón Especial Energético y Vial No.1 “Gr. Juan José Neira” de la ciudad de Bogotá y a la Octava Zona de Reclutamiento – Distrito Militar No.30 de Cartago, Valle (Fl. 24)
3. RESPUESTAS A LA DEMANDA DE TUTELA

3.1. COMANDO DE RECLUTAMIENTO Y CONTROL DE RESERVAS DEL EJÉRCITOS NACIONAL
Su Director informó que el 21 de junio del presente año, se remitió la presente demanda de tutela a los correos electrónicos del Batallón Especial Energético y Vial No.1 “Gr. Juan José Neira” y a la Octava Zona de Reclutamiento – Distrito Militar No.30 para que procedan de acuerdo a sus competencias.  Lo anterior, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 21 de la Ley 1755 de 2015.

Así mismo indicó que debido a que el joven Andrés Felipe Ladino González no ha sido ingresado al sistema de Información y Administración de Talento Humano SIATH por parte de la unidad en la cual se encuentra incorporado, el Ejército Nacional no ha tenido la posibilidad de darlo de alta, lo cual quiere decir que la competencia para decidir de su desacuartelamiento aun recae sobre el del Batallón Especial Energético y Vial No.1 “Gr. Juan José Neira” y a la Octava Zona de Reclutamiento – Distrito Militar No.30  (Fls. 20 y 21).
Adjuntó copia del reporte del ciudadano a nombre del joven Ladino González donde aparece inscrito en la unidad “BAEEV01 GR JUAN JOSE NEIRA” (Fl. 22) y del “pantallazo” que da cuenta de los correos electrónicos que fueron enviados el 21 de junio de 2017 (Fl. 23).
4. CONSIDERACIONES DE LA SALA

4.1. Esta Colegiatura es competente para conocer de la presente actuación, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 86 de la Constitución; el artículo 37 del Decreto 2591 de 1991 y el artículo 1º del Decreto 1382 de 2000.

4.2. De conformidad con lo dispuesto en el artículo 86 de la Constitución Política, quien se sienta amenazado o vulnerado en sus derechos fundamentales, por acto u omisión de la autoridad pública o por un particular, puede invocar el amparo consagrado en el ordenamiento constitucional, para su protección, a través de la acción de tutela, reglamentada por los Decretos 2591 de noviembre de 1991 y 306 de febrero de 1992.  Así mismo, el artículo 86 de la Constitución consagra que toda persona tiene derecho a acudir a la acción de tutela para solicitar ante los jueces, en todo momento y lugar, por sí misma o por quien actúe a su nombre, la protección inmediata de los derechos fundamentales, cuando quiera que estos resulten vulnerados o amenazados por la acción u omisión de cualquier autoridad pública. En desarrollo de dicha norma, el artículo 10º del Decreto 2591 de 1991
, dispone:

“Artículo 10. Legitimidad e interés. La acción de tutela podrá ser ejercida, en todo momento y lugar, por cualquier persona vulnerada o amenazada en uno de sus derechos fundamentales, quien actuará por sí misma o a través de representante. Los poderes se presumirán auténticos.

También, se pueden agenciar derechos ajenos cuando el titular de los mismos no esté en condiciones de promover su propia defensa. Cuando tal circunstancia ocurra, deberá manifestarse en la solicitud.

También podrá ejercerla el Defensor del Pueblo y los personeros municipales”. (Subrayado fuera del texto).

En tal sentido, la Corte Constitucional ha indicado que si una persona considera que sus garantías constitucionales fueron vulneradas podrá ejercer la acción de tutela (i) por sí misma, (ii) a través de un representante, (iii) por el Defensor del Pueblo y los personeros municipales, o (iv) mediante la figura de agencia oficiosa, siempre y cuando el afectado no se encuentre en condiciones para actuar en su propia defensa. Al respecto, la Corte Constitucional ha señalado que resulta procedente que un tercero interponga acción de tutela en nombre de otra que no puede ejercer su propia defensa, situación que se debe manifestar en la demanda de amparo
. Con base en ello la Corte ha reiterado los elementos para que proceda la agencia oficiosa en materia de tutela, a saber:“(i) la necesidad de que el agente oficioso manifieste explícitamente que está actuando como tal, y (ii) que el titular de los derechos invocados no se encuentre en condiciones para instaurar la acción de tutela a nombre propio”.

De acuerdo a lo anterior, esta Sala considera que la señora Doraba del Socorro Yepes de González se encuentra legitimada para actuar como agente oficiosa de su nieto, el joven Andrés Felipe Ladino González, quien como titular de los derechos que se invocan, se encuentra en imposibilidad de ejercer su propia defensa, bajo el entendido de que se encuentra acuartelado por prestación del servicio militar en Saravena, Arauca.
4.3. Problema jurídico y solución al caso en concreto
4.3.1. Corresponde a esta Sala determinar si las entidades demandadas han vulnerado los derechos fundamentales del joven 
ANDRÉS FELIPE LADINO GONZÁLEZ, de manera tal que amerite la concesión o no del amparo.  

4.4. La Constitución Política Colombiana consagró la acción de tutela en el Art. 86 como un derecho que tiene toda persona para reclamar ante los jueces, en todo momento y lugar, mediante un procedimiento preferente y sumario, por si misma o por quien actúe a su nombre, la protección inmediata de sus derechos constitucionales fundamentales, cuando quiera que éstos resulten vulnerados o amenazados por la acción o la omisión de cualquier autoridad pública, o de particulares en su caso, protección que consistirá en una orden para que aquel respecto de quien se solicita la tutela, actúe o se abstenga de hacerlo, fallo que será de inmediato cumplimiento; pero esta acción solo es procedente cuando el afectado no disponga de otro medio de defensa judicial, salvo que ella se utilice como mecanismo transitorio para evitar un perjuicio irremediable.

4.5.   La Ley 48 de 1993 “Por la cual se reglamenta el servicio de Reclutamiento y Movilización” establece lo relacionado con el procedimiento de vinculación e incorporación del personal apto para la prestación del servicio militar y las circunstancias conexas al mismo. Los artículos 3, 10 y 14 en concordancia con el 36 de la citada ley, señalan la obligación de prestar el servicio militar de la cual se deriva la de inscribirse y presentarse ante las autoridades militares o de policía para tal fin, y en caso de los bachilleres, la de inscribirse al culminar el último año de secundaria, en los siguientes términos:

“ARTÍCULO 3o. SERVICIO MILITAR OBLIGATORIO. Todos los colombianos están obligados a tomar las armas cuando las necesidades públicas lo exijan, para defender la independencia nacional y las instituciones públicas, con las prerrogativas y las exenciones que establece la presente Ley. 

ARTÍCULO 10. OBLIGACIÓN DE DEFINIR LA SITUACIÓN MILITAR. Todo varón colombiano está obligado a definir su situación militar a partir de la fecha en que cumpla su mayoría de edad, a excepción de los estudiantes de bachillerato, quienes definirán cuando obtengan su título de bachiller. 

La obligación militar de los colombianos termina el día en que cumplan los cincuenta (50) años de edad. 

ARTÍCULO 14. INSCRIPCIÓN. Todo varón colombiano tiene la obligación de inscribirse para definir su situación militar dentro del lapso del año anterior en que cumpla la mayoría de edad, requisito sin el cual no podrá formular solicitudes de exención o aplazamiento. Cuando se llegue a la mayoría de edad sin haberse dado cumplimiento a esta obligación, la autoridad podrá compelerlo sin perjuicio de la aplicación de las sanciones que se establecen en la presente Ley. 

PARÁGRAFO 1o. Los alumnos de último año de estudios secundarios, sin importar la edad, deberán inscribirse durante el transcurso del año lectivo por intermedio del respectivo plantel educativo, en coordinación con la Dirección de Reclutamiento y Control Reservas del Ejército. 

Las Fuerzas Militares y la Policía Nacional solicitarán las cuotas de bachilleres para su incorporación a la Dirección de Reclutamiento y Control Reservas del Ejército, único organismo con facultad para cumplir tal actividad. 

PARÁGRAFO 2o. La inscripción militar prescribe al término de un (1) año, vencido este plazo, surge la obligación de inscribirse nuevamente. “

(..) ARTÍCULO 36. CUMPLIMIENTO DE LA OBLIGACION DE LA DEFINICION DE SITUACION MILITAR. Los colombianos hasta los 50 años de edad, están obligados a definir su situación militar. No obstante, las entidades públicas o privadas no podrán exigir a los particulares la presentación de la libreta militar, correspondiéndoles a éstas la verificación del cumplimiento de esta obligación en coordinación con la autoridad militar competente únicamente para los siguientes efectos: 

a. Celebrar contratos con cualquier entidad pública; 

b. Ingresar a la carrera administrativa; 

c. Tomar posesión de cargos públicos, y 

d. Obtener grado profesional en cualquier centro docente de educación superior.”

4.6. El debido proceso administrativo en el reclutamiento e incorporación al servicio militar realizado por las autoridades militares, según la jurisprudencia de la Corte Constitucional reiterada en la Sentencia T-587 de 2013:
 
“El artículo 29 de la Constitución Política consagra el derecho fundamental al debido proceso, el cual debe ser respetado no solo en el ámbito de las actuaciones judiciales sino también administrativas.[34] Ahora bien, de acuerdo con la organización política del Estado Colombiano, el Ejército Nacional hace parte de la Rama Ejecutiva del poder público, por lo que en el ejercicio de sus funciones debe respetar el debido proceso y los principios que rigen la función pública, de conformidad con lo establecido en el artículo 209 de la Constitución Política.[35]
 

5.2. En el ámbito de las actuaciones de la administración, esta Corporación ha indicado que el debido proceso para los efectos del artículo 29, hace referencia a la observancia de cada una de las etapas de la actuación administrativa. Al respecto indicó lo siguiente:

 

“[u]n conjunto complejo de circunstancias de la administración que le impone la ley para su ordenado funcionamiento, para la seguridad jurídica de los administrados y para la validez de sus propias actuaciones, ya que su inobservancia puede producir sanciones legales de distinto género.  Se trata del cumplimiento de la secuencia de los actos de la autoridad administrativa, relacionados entre sí de manera directa o indirecta, y que tienden a un fin, todo de acuerdo con la disposición que de ellos realice la ley”.[36]
 

5.3. En el caso bajo examen, la Sala considera pertinente resaltar, que los actos que realicen las autoridades castrenses con la finalidad de reclutar jóvenes para prestar servicio militar, deben garantizar el debido proceso en el trámite administrativo, lo que implica no solo el respeto de este derecho, sino de los demás derechos fundamentales de quienes están definiendo su situación militar que pueden verse amenazados o vulnerados con la violación del primero.”

 
4.7.  DEL CASO EN CONCRETO

4.7.1. En el caso bajo estudio,  acudió la agente oficiosa del joven Andrés Felipe Ladino González al juez constitucional con el fin de que se tutelaran sus derechos fundamentales a la libertad de culto, igualdad y debido proceso, los que consideró vulnerados por parte del Ejército Nacional de Colombia al no haber tenido en cuenta que el joven Ladino González se encuentra cursando un estudio para su preparación religiosa, lo que le permite el  aplazamiento de la prestación de su servicio militar para lo cual aportó la certificación expedida por el señor Mauricio Andrés Torres, pastor principal de la sede en Pereira de la Iglesia Misión Carismática con Nit.800.195.397-7, Resolución No.1334 del 17 de julio de 1997 (folio 8).
4.7.2.  La Ley 48 de 1993 “Por la cual se reglamenta el servicio de Reclutamiento y Movilización” en su artículo 27 de la citada ley señala quiénes están exentos de prestar el servicio militar y no pagan cuota de compensación militar:

“Artículo 27. Exenciones en todo tiempo. Están exentos de prestar el servicio militar en todo tiempo y no pagan cuota de compensación militar:

a) Los limitados físicos y sensoriales permanentes;

b) Los indígenas que residan en su territorio y conserven su integridad cultural, social y económica”.

4.7.3. Por otra parte, las causales de aplazamiento de la prestación del servicio militar obligatorio están consagradas en las leyes 48 de 1993, 548 de 1999 “Por medio de la cual se prorroga la vigencia de la Ley 418 del 26 de diciembre de 1997 y se dictan otras disposiciones" y la Ley 642 de 2001 “Por la cual se aclara el artículo 2°, inciso segundo, de la Ley 548 de 1999 “en lo atinente a incorporación de jóvenes bachilleres al servicio militar”. Estas normas establecen las modalidades de prestación del servicio militar obligatorio, el tiempo de duración, los requisitos que debe cumplir quien lo preste, entre otros aspectos. De igual manera, consagra la forma como los jóvenes pueden posponer la definición de su situación militar. El artículo 29 de la Ley 48 de 1993 contempla las siguientes causales:

“Artículo 29. Aplazamientos. Son causales de aplazamiento para la prestación del servicio militar por el tiempo que subsistan, las siguientes:

a) Ser hermano de quien esté prestando servicio militar obligatorio

b) Encontrarse detenido presuntivamente por las autoridades civiles en la época en que deba ser incorporado;

c) Resultar inhábil relativo temporal, en cuyo caso queda pendiente de un nuevo reconocimiento hasta la próxima incorporación. Si subsistiere la inhabilidad, se clasificará para el pago de la cuota de compensación militar;

d) Haber sido aceptado o estar cursando estudios en establecimientos reconocidos por las autoridades eclesiásticas como centros de preparación de la carrera sacerdotal o de la vida religiosa; 

e) El aspirante a ingresar a las escuelas de formación de Oficiales, Suboficiales y Agentes;

f) El inscrito que esté cursando el último año de enseñanza media y no obtuviere el título de bachiller por pérdida del año;
g) El conscripto que reclame alguna exención al tenor del artículo 19 de la presente Ley”. (Subrayado fuera del texto).
4.7.4. La anterior norma fue declarada exequible por la Corte Constitucional en la Sentencia C-478 de 1999 en cuanto a que la expresión “por las autoridades eclesiásticas” contenida en el literal d) del artículo 29 de la Ley 48 de 1.993 “por la cual se reglamenta el servicio de Reclutamiento y Movilización”, en el entendido de que la misma se refiere a todas las iglesias y confesiones religiosas reconocidas jurídicamente por el Estado colombiano.  Al respecto, en dicha providencia, la Corte Constitucional indicó lo siguiente:
 
“El artículo 216 de la Carta Política consagra el servicio militar obligatorio para los ciudadanos nacionales “... cuando las necesidades así lo exijan para defender la independencia nacional y las instituciones públicas. La ley determinará las condiciones que en todo tiempo eximen del servicio militar y las prerrogativas por la prestación del mismo.”.
 
En varias oportunidades, la jurisprudencia de esta Corporación ha precisado que dicho servicio militar es una obligación “(...) de origen constitucional (artículos 95 y 216 C.P.) y se halla ligada a la necesidad de que los nacionales presten su concurso para la defensa de la soberanía, para mantener la integridad del territorio y para salvaguardar la paz pública y la efectiva vigencia de las instituciones, dentro del ordenamiento jurídico y bajo el mando de la autoridad civil“[10] . Además, consiste en un deber personal en favor del Estado como retribución a los derechos, libertades, beneficios y garantías que el ordenamiento constitucional le ofrece al ciudadano colombiano y la contribución particular a un interés legítimo colectivo.[11]
 
En esos términos, la prestación del servicio militar si bien es obligatoria y genérica, no es absoluta, ya que encuentra sus límites en las causales legales taxativas de exención y de aplazamiento establecidas en los artículos 27, 28 y 29 de la Ley 48 de 1993[12], como ocurre con la de aplazamiento del literal d) parcialmente cuestionado en esta demanda.
 
Los destinatarios de esa exención son en este caso, las personas que hayan sido aceptadas o estén cursando estudios en establecimientos reconocidos por las autoridades eclesiásticas, como centros de preparación de la carrera sacerdotal o de la vida religiosa, causal que se mantiene por el tiempo que la misma subsista. Constituye una exención de tipo legal que, según lo expresado por esta Corporación, no puede tener origen en justificaciones de tipo individual o personal contrarias a la Constitución Política; por el contrario, las causales eximentes de la prestación del servicio militar obligatorio deben precisamente consultar esos contenidos.[13]
 
El cargo formulado al respecto por el actor en su libelo, se fundamenta en la violación del derecho a la igualdad religiosa y de cultos, mediante la expresión “por las autoridades eclesiásticas” que allí se contiene, en cuanto circunscribe en su criterio el alcance a la Iglesia Católica, de forma que la exención aludida sólo es aplicable a los estudiantes de los establecimientos de preparación de la carrera sacerdotal o de la vida religiosa que dichas autoridades reconozcan.
 
Sea lo primero señalar que la Corte estima infundada esa afirmación, por cuanto de la lectura de dicha disposición legal no se puede derivar que la expresión “por las autoridades eclesiásticas”, tenga una conexión directa y exclusiva con la formación religiosa de la Iglesia Católica, con base en las siguientes consideraciones.
 
Como en efecto se señaló en los argumentos principales presentados por los intervinientes y por el Procurador General de la Nación, en defensa de la constitucionalidad de la expresión legal demandada del literal d) del artículo 29 de la Ley 48 de 1993, la locución “autoridades eclesiásticas” hace referencia en general a la “autoridad competente” de cualquier iglesia o comunidad religiosa, sin especificación alguna, siempre y cuando las mismas hayan sido reconocidas por el Estado, teniendo en cuenta el significado comúnmente aceptado en la lengua española para el vocablo eclesiástico, como perteneciente o relativo a la iglesia y en particular a los clérigos, que son los que han recibido las órdenes sagradas.[14]
 
Es decir, que las mismas tiene un origen religioso y legítimo en las distintas iglesias y confesiones religiosas, de manera que representan una organización y jerarquía interna según el propio orden eclesiástico o de iglesia otorgado por cada una de ellas de conformidad con sus propósitos espirituales y en desarrollo de su propia autonomía, con capacidad para representarlas en ciertos aspectos de la vida religiosa, según el reconocimiento jurídico por el Estado.
 
Por lo tanto, necesariamente, la interpretación que se haga del sentido jurídico de la disposición legal en la parte acusada, debe estar en concordancia con los postulados constitucionales que proclaman la igualdad y la libertad religiosa y de cultos, así como la autonomía de sus entidades religiosas hasta ahora analizados y a los cuales hay que remitirse de nuevo. Por consiguiente, necesariamente hay que ir al desarrollo de tales postulados efectuado la Ley Estatutaria 133 de 1994 “por la cual se desarrolla el derecho de Libertad Religiosa y de Cultos, reconocido en el artículo 19 de la Constitución Política”.
 
(…) Si bien es cierto que el presupuesto básico estructural a partir del cual se diseñó dicha ley estatutaria lo constituye la libertad e igualdad religiosa y la autonomía de las autoridades religiosa, en virtud de las cuales fue declarada su constitucionalidad, también lo es que cuando en dicho texto el legislador utilizó la expresión autoridad eclesiástica, sin diferenciación expresa o alusión específica respecto de una congregación religiosa en especial, equiparó en trato a todas las autoridades pertenecientes a las iglesias y confesiones religiosas reconocidas por el Estado colombiano. En consecuencia, debe colegirse que ese sentido jurídico obtenido como resultado de la respectiva interpretación sistemática con el literal d) del artículo 7o. de la Ley Estatutaria, es el que debe aplicarse al literal d) del artículo 29 de a Ley 48 de 1993 bajo estudio y de esta manera, no se observa que se configure una discriminación en los términos expuestos por el demandante.
 
Además, la Corte debe insistir en que la Constitución es “norma de normas” (C.P., art. 4o.); por lo tanto, los operadores jurídicos están obligados a cumplir sus mandatos ante cualquier incompatibilidad entre la Constitución y la ley u otra norma jurídica, haciendo prevalecer las normas constitucionales. Por consiguiente, los principios de igualdad y de libertad religiosa y de cultos se convierten en el referente imperativo para la expedición, interpretación y aplicación de cualquier regulación normativa que como la examinada, que como ya se dijo, tenga por objeto algún aspecto del hecho religioso.
 
 
Precisamente, la situación anunciada se evidenció en un caso concreto revisado por esta Corte, mediante la sentencia T- 568 de 1998[18]. En ella se ampararon los derechos de igualdad y libertad religiosa del actor, estudiante del Seminario Bíblico Menonita de Colombia, perteneciente a la Iglesia Cristiana Menonita de Colombia, frente a decisión del Ejército Nacional de Colombia, al negar concederle el aplazamiento de su obligación de prestar el servicio militar, no obstante “estar cursando estudios en establecimientos reconocidos por las autoridades eclesiásticas como centros de preparación de la carrera sacerdotal o de la vida religiosa" (Ley 48 de 1993, art. 29-d). En ese caso concreto, se exigió al demandante en tutela, el cumplimiento de requisitos adicionales por su pertenencia a una religión distinta a la católica, en virtud de un interpretación extensiva y equivocada del parágrafo 27 del Decreto 2048 de 1993, que reglamentó la Ley 48 de 1993 en la materia relativa a exenciones y aplazamientos para la prestación del servicio militar obligatorio. En dicha providencia se afirmó lo siguiente:
 
“ (...) la Sala considera que el Ejército Nacional vulneró el derecho a la igualdad del actor al exigirle un requisito que no se exige a otras personas que se encuentran en sus mismas condiciones. En estas circunstancias, resulta imperioso ordenarle a la autoridad demandada que aplique, en condiciones de igualdad, las leyes que regulan el tema de las exenciones. En este sentido, debe sostenerse que para que le sea concedido al actor el beneficio al que se refieren los artículos 29 de la Ley 48 de 1993 y 31 del decreto reglamentario 2048 de 1993, basta que aporte una certificación de la autoridad eclesiástica competente en la que se indique que el solicitante ha sido aceptado o está cursando estudios en un centro de preparación de la carrera sacerdotal o de la vida religiosa. Evidentemente, debe verificarse que la comunidad religiosa haya sido reconocida como tal por el Estado Colombiano.” 
  
Así, la interpretación de la disposición legal sub lite en lo acusado es inadmisible, si con ella se restringe - como ocurrió el mencionado proceso de tutela - el alcance de los vocablos “por las autoridades eclesiásticas” a una sola iglesia (en el caso planteado por el demandante, la Católica), para efectos de dar cumplimiento a la causal de aplazamiento en la prestación del servicio militar, respecto de aquellas personas que han sido aceptadas o se encuentran cursando estudios en establecimientos reconocidos por esas autoridades como centros de preparación de la carrera sacerdotal o de la vida religiosa.
 
Si al momento de ejercer el respectivo control de constitucionalidad de la preceptiva legal demandada, se encuentra que la misma admite varias interpretaciones y entre ellas una que desconozca el ordenamiento superior, corresponde a la Corte “proferir una constitucionalidad condicionada o sentencia interpretativa que establezca cuáles sentidos de la disposición acusada se mantienen dentro del ordenamiento jurídico y cuáles no son legítimos constitucionalmente.”.[19]
 
Todo ello en vigencia del principio de la preservación del derecho, según el cual “los tribunales constitucionales deben siempre buscar preservar al máximo las disposiciones emanadas del Legislador, en virtud del respeto al principio democrático[20]. Por ello si una disposición admite una interpretación acorde con la Carta, es deber de esta Corte declararla exequible de manera condicionada, y no retirarla del ordenamiento.”[21]
 
En el caso concreto, la Corte en ejercicio de su competencia para la guarda de la integridad y supremacía de la Constitución y en vigencia del principio de la preservación del derecho, proferirá en el presente asunto un fallo de constitucionalidad condicionada según el cual, la expresión “por las autoridades eclesiásticas” contenida en el literal d) del artículo 29 de la Ley 48 de 1.993 “por la cual se reglamenta el servicio de Reclutamiento y Movilización”, es exequible en la medida en que se entienda referida a todas las iglesias y confesiones religiosas reconocidas jurídicamente por el Estado colombiano, ya que sólo así presenta total concordancia con el ordenamiento constitucional y una plena vigencia del principio de igualdad y de la libertad religiosa y de cultos, así como de la supremacía normativa jerárquica del Estatuto Fundamental (C.P., arts. 19 y 4o.).”
  
4.7.5. De conformidad con las pruebas allegadas con la demanda de tutela, se   evidencia que el joven Andrés Felipe Ladino González quien es miembro activo de la iglesia Misión Carismática Internacional desde febrero de 2015, según certificación expedida por el señor Mauricio Andrés Torres, pastor principal de dicha iglesia con sede Pereira, se encontraba cursando los programas de capacitación dentro del proceso de formación nivel 2 en dicha institución cuyo objeto es “formar consiervos para la vida religiosa y que puedan llevar la palabra de Dios al resto de la comunidad” (Fl. 8).  Al respecto, existe constancia de la Auxiliar de Magistrado que da cuenta que la Iglesia Misión Carismática Internacional MCI se encuentra registrada en la página web del Ministerio de Interior con la Resolución No.1334 del 17 de julio de 1997 a donde se  solicitó la expedición del certificado de personería jurídica, pero no se recibió respuesta alguna (Fls. 26 y 27).
4.7.6.  De acuerdo a lo anterior, este Tribunal observa que al momento de ser reclutado el joven Ladino González por el Ejército Nacional, de acuerdo al “reporte de ciudadano” aportado por la Dirección de Reclutamiento y Control de Reservas visible, donde el accionante aparece inscrito el 01/05/2017 (folio 22), este se encontraba cursando estudios en la Iglesia antes referida, razón suficiente para concluir que si bien es cierto la prestación del servicio militar es obligatoria, en este asunto en particular se configura la causal de aplazamiento prevista en el ordenamiento jurídico (artículo 29 literal D de la Ley 48 de 1993), máxime que la entidad accionada antes de la incorporación del mencionado joven tenía la obligación constitucional y legal de verificar su situación con el fin de evitar que interrumpiera su formación académica y al respecto, el Director de Reclutamiento y Control de Reservas del Ejército no se pronunció en la respuesta a la demanda de tutela.
4.7.6.  Por lo anterior, este Tribunal tutelará los derechos fundamentales a la igualdad, al debido proceso y educación del joven Andrés Felipe Ladino González y como consecuencia de dicha declaración, se ordenará al Ejército Nacional – Director de Reclutamiento y Control de Reservar que, si no lo hubiere hecho aún, en el término de cuarenta y ocho (48) horas siguientes a la notificación de este fallo, proceda a la desincorporación como soldado del Ejército Nacional del joven Andrés Felipe Ladino González, lo cual no lo exime, una vez finalice sus estudios de educación en la iglesia Misión Carismática Internacional, de continuar con el deber de prestar el servicio militar obligatorio por el tiempo que le hiciere falta.
DECISIÓN
Con base en lo expuesto en precedencia, la Sala de Decisión Penal del Tribunal Superior de Pereira, administrando justicia en nombre de la República y por mandato de la Constitución y la ley,  

RESUELVE

PRIMERO: TUTELAR los derechos fundamentales invocados por la agente oficiosa del joven ANDRÉS FELIPE LADINO GONZÁLEZ. 
SEGUNDO:  ORDENAR al Ejército Nacional – Director de Reclutamiento y Control de Reservar que, si no lo hubiere hecho aún, en el término de cuarenta y ocho (48) horas siguientes a la notificación de este fallo, proceda a la desincorporación como soldado del Ejército Nacional del joven Andrés Felipe Ladino González, lo cual no lo exime, una vez finalice sus estudios de educación en la iglesia Misión Carismática Internacional, de continuar con el deber de prestar el servicio militar obligatorio por el tiempo que le hiciere falta.
TERCERO: SE ORDENA NOTIFICAR esta providencia a las partes por el medio más expedito posible, de conformidad con el artículo 30 del Decreto 2591 de 1991.    Si esta decisión no es impugnada, se dispone el envío del expediente ante la Corte Constitucional, para su eventual revisión.

CÓPIESE, NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE

JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ

Magistrado

MANUEL YARZAGARAY BANDERA

Magistrado

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE

Magistrado
� “Por el cual se reglamenta la acción de tutela consagrada en el artículo 86 de la Constitución Política”. Sentencia T-727 de 2012.


� Sentencia T-514 de 2006.


� Sentencia T-294 de 2004.
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